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Posición de la FSESP sobre la comunicación de la Comisión Europea 
 

«Un marco de calidad para los servicios de interés general en Europa», adoptada en el 
Comité Ejecutivo los 24 y 25 de abril de 2012 

 
1. La Comisión Europea (CE) publicó en diciembre de 2011 una comunicación titulada «Un 

marco de calidad para los servicios de interés general en Europa», COM(2011) 900 - 
http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=COM:2011:0900:FIN:ES:PDF La 
comunicación se presentó para acompañar varias propuestas sobre contratación pública, 
concesiones y ayudas estatales1. 

 
2. Desafortunadamente, la comunicación de la CE es más un «marco mercantil» que un 

marco de calidad2. Si bien en la introducción se hace referencia al «papel fundamental» de 
los servicios públicos (servicios de interés general - SIG) en cuanto a la coherencia social, 
la facilitación de una red de seguridad y el apoyo a la economía del conocimiento, la 
comunicación no alcanza a proponer medidas prácticas que permitan hacerlo realidad. No 
se presenta ningún análisis ni reflexión sobre en qué manera pueden utilizarse las nuevas 
disposiciones del Tratado (Carta de los Derechos Fundamentales, Protocolo 26 sobre los 
SIG; artículo 14, apoyo al diálogo social) para proteger y apuntalar los servicios públicos 
como parte del modelo social de la Unión Europea (UE).  

 
3. Asimismo, habida cuenta de la crisis económica y social en Europa, esta comunicación 

puede considerarse un paso atrás con respecto a anteriores posiciones de la CE. En ella 
se esgrime que la existencia de todo servicio de interés económico general (SIEG) está 
relacionada con la caída del mercado, lo que implica que las soluciones de los mercados 
son intrínsecamente superiores y deben gozar de prioridad. Por ese motivo, no reitera la 
posición previa de la CE, a saber, que en caso de conflicto con las normas de 
competencia, prevalecerá el interés general (Libro Blanco sobre los servicios de interés 
general de 2004). 

 
4. Desde la década de los años 1980, la UE ha dado prioridad al desarrollo del mercado 

interno y su política de competencia, restándole importancia sistemáticamente al papel 
de los servicios públicos y al sector público en el desarrollo económico y social3. Lejos 
de ser una sangría para la economía real, el sector público en un sentido amplio es el 
motor del desarrollo y del progreso social. Los servicios públicos tienen la capacidad, en 
tanto que parte de la EU2020 y de las reformas de la gobernanza económica, de allanar 
el camino de un desarrollo más justo y sostenible. Tal y como expresaron los 
interlocutores sociales en el sector gubernamental local y regional, «sigue siendo 
necesaria la inversión pública para mitigar los efectos de la crisis, mantener el nivel de 
vida y prepararse para las necesidades futuras (…) 

                                                           
1
 Ver novedades en el Apéndice I. 

2
 Ver asimismo el debate sobre la comunicación organizado por el Intergrupo del Parlamento Europeo (PE) sobre 

servicios públicos el 11 de enero de 2012 ( http://services-publics-europe.eu/index.php - en inglés solo). 
3
 Ver presentación en PowerPoint de David Hall, de la unidad de investigación de la Internacional de 

Servicios Públicos (PSIRU), en http://www.epsu.org/a/8259 (en inglés solo) y la declaración de la 
FSESP sobre el Estudio Prospectivo Anual sobre el crecimiento de 2012, en http://www.epsu.org/r/61 

(en inglés y ruso solo). 

http://services-publics-europe.eu/index.php
http://www.epsu.org/a/8259
http://www.epsu.org/r/61
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5. En este contexto, una financiación sostenible requiere una imposición justa, así como 
otras vías de ingresos suficientes para (…) realizar inversiones a largo plazo que 
satisfagan las necesidades cambiantes de las comunidades locales»4. 

 
 
6. En opinión de la FSESP, todo marco de calidad para los SIG en Europa debe 

basarse en: 

 El artículo 14 del Tratado sobre servicios de interés económico general (SIEG) y el 
protocolo 26 sobre los SIG que otorga a la UE y a sus Estados Miembros una 
responsabilidad compartida de «un alto nivel de calidad, seguridad y accesibilidad 
económica, la igualdad de trato y la promoción del acceso universal y de los derechos de 
los usuarios» de los servicios públicos, incluida la administración pública. 

 Los artículos 152 a 155 sobre el diálogo social, en los que se concede a la Comisión 
Europea la responsabilidad de promover la consulta con los interlocutores sociales y la 
facilitación del diálogo, asimismo en materia de SIG.  

 La Carta de los Derechos Fundamentales. 

  Los principios de buena gobernanza (apertura, participación, responsabilidad, eficacia y 
coherencia) identificados en el Libro Blanco sobre la Gobernanza Europea de 2001. 

 

7. Contribuciones recientes al informe del PE sobre el futuro de los servicios sociales 
(2009/2222(INI)), votado el 5 de julio de 2011 (http://www.epsu.org/a/7804 - en inglés 
solo). La FSESP recalcó que la legislación de la UE debe reforzar los objetivos de las 
políticas sociales, sanitarias, de empleo y vivienda. En caso de conflicto, el logro de dichos 
objetivos políticos debe prevalecer por encima de la aplicación de las normas y 
procedimientos de la UE. Es importante que la FSESP recuerde que los servicios sociales 
son servicios públicos y su prestación no debe estar dictada por principios mercantiles. La 
resolución adoptada en el Comité Ejecutivo de la FSESP en noviembre de 2011 identifica 
las principales inquietudes y reivindicaciones de la FSESP en relación con las 
repercusiones sobre los servicios públicos (contratación pública, concesiones, ayudas 
estatales, política comercial) de las políticas actuales de la UE. Ver 
http://www.epsu.org/r/589 (en inglés solo) 5 . La comunicación de la CE no reconoce 
abiertamente que las autoridades públicas tienen la libertad de proporcionar servicios 
públicos directamente, lo cual puede ser sin duda una opción válida y responsable (esto 
es, mediante proveedores de servicios internos y directos). Unas mayores exclusiones o 
unas normas «más flexibles» para el mercado interno de servicios sociales, tal y como 
proponen las directivas sobre contratación pública y la normativa en materia de ayudas 
estatales, pueden ser de ayuda, pero no son la solución. Asimismo, es necesario 
establecer medidas que protejan y apoyen los servicios públicos de calidad en Europa. La 
FSESP reitera que entre dichas medidas se incluyen las siguientes6: 

 

a. El desarrollo de un «estatuto de interés general» como parte del marco reglamentario 
aplicable a los proveedores tanto de servicios públicos como de economía social, de 
modo que se plasmen las características específicas de los SIG y las necesidades 
particulares de sus usuarios. Esta solicitud contó con el apoyo del III Foro sobre 
SSIG celebrado los días 26 y 27 de octubre de 2010 (ver las 15 recomendaciones en 
http://www.socialsecurity.fgov.be/eu/en/agenda/26-27_10_10.asp - solo en inglés, 
francés y neerlandés). 

                                                           
4
 Comité de diálogo social europeo sectorial sobre el gobierno local y regional. Declaración conjunta 

en la reunión del Consejo Europeo del 11 de febrero de 2010 sobre la crisis económica 
http://www.epsu.org/a/7116 (en inglés y francés solo) y la declaración de 2011, 
http://www.epsu.org/a/8090 (en inglés solo). 
5
 Se distribuyó una nota informativa sobre las novedades en materia de contratación pública, concesiones y 

ayudas estatales en la reunión del Comité Ejecutivo de la FSESP de noviembre de 2011 (ver 
http://www.epsu.org/a/8280 en inglés y francés solo). Versión actualizada en el Apéndice adjunto. 
6
 Ver también los doce mensajes clave de la FSESP sobre servicios sociales de interés general (SSIG) del 1 de 

marzo de 2011 (en inglés solo). 

http://www.epsu.org/a/7804
http://www.epsu.org/r/589
http://www.socialsecurity.fgov.be/eu/en/agenda/26-27_10_10.asp
http://www.epsu.org/a/7116
http://www.epsu.org/a/8090
http://www.epsu.org/a/8280
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b. Programas de acción europeos en el ámbito de los SSIG sobre cuidados para los 
mayores, asistencia a las personas discapacitadas, salud mental y atención infantil. 
Todos ellos tienen un potencial de creación de empleo dadas las necesidades 
sociales cambiantes. Por último, para demostrar la capacidad del valor añadido de la 
cooperación en la UE y un marco de calidad común para los SSIG, estos programas 
de acción deben incluir objetivos claros y realistas que permitan mejorar la calidad de 
los servicios y de las condiciones de trabajo para los trabajadores que prestan 
servicios sociales. Asimismo, deben contar con la plena participación de los 
interlocutores sociales en su diseño, aplicación y supervisión. La FSESP lamenta que 
en el proyecto de plan de acción para el personal sanitario de la UE, de adopción 
prevista para el 17 de abril de 2012, ni siquiera se mencione que la atención sanitaria 
es un SIG/SSIG ni se haga ninguna mención a los principios de la UE sobre servicios 
públicos. Del mismo modo, tampoco se hace referencia al marco europeo voluntario 
de calidad de los SSIG, adoptado el 8 de octubre de 2010 en el Comité de Protección 
Social (CPS) 7 . Este marco voluntario contiene disposiciones relacionadas con el 
respeto de los derechos de los trabajadores y la calidad del empelo, pero desde su 
adopción, el CPS no ha llevado a cabo un seguimiento estructurado para su promoción. 
La CE tampoco ha estado a la altura de su declaración, según la cual «reforzará su 
compromiso de fomentar la calidad en el ámbito de los servicios sociales y utilizará los 
logros en este ámbito como modelo» (COM(2011) 900, pág. 3). 

c. El fortalecimiento o desarrollo del diálogo social y la negociación colectiva en materia 
de servicios sociales, tanto dentro de los estados miembros como a nivel europeo. 
Esto facilitaría el tratamiento y la negociación de temas relevantes relacionados con 
las calificaciones y la formación, el nivel de calidad, el trabajo decente y las 
condiciones salariales. 

d. Es lamentable la falta de una terminología clara y coherente. La FSESP considera 
deplorable que la propia CE haya creado gran parte de esta confusión. En lo que 
respecta a los conceptos, en particular de los SSIG, existen múltiples incoherencias en 
las definiciones dadas en los textos jurídicos y comunicaciones de la UE, lo cual añade 
una capa más de incertidumbre jurídica y política a las ya existentes8. 

                                                           
7
 Ver http://www.socialsecurity.fgov.be/eu/docs/agenda/26-27_10_10_spc_qf_document.pdf. 

Lamentablemente, la comunicación sobre SIG de la CE no incluye ninguna medida práctica que 
permita darle seguimiento y ni siquiera se ha traducido a los idiomas oficiales de la UE. 
8
 Por ejemplo: 
 La comunicación «Un marco de calidad para los servicios de interés general en Europa» del 20 de diciembre 

de 2011 hace referencia, al igual que la comunicación sobre los SSIG del 26 de abril de 2006, a un concepto 
amplio de los SSIG, según el cual «incluyen los regímenes de seguridad social que cubren los riesgos 
principales de vida y una gama de otros servicios esenciales prestados directamente a las personas que 
desempeñan un cometido preventivo y de cohesión e inclusión social». Esta descripción sugiere que los 
SSIG abarcan los servicios de salud y educación. La comunicación de 2011 añade que «el término “servicios 
sociales de interés general” abarca actividades tanto económicas como no económicas». 

 La «Guía relativa a la aplicación a los servicios de interés económico general y, en particular, a los servicios 
sociales de interés general», SEC(2010) 1545, del 7 de diciembre de 2010, enumera una serie de distintos 
tipos de servicios sociales, incluidos «los demás servicios esenciales prestados directamente a la persona» 
(ver sección 1.1. pág. 4, 
http://ec.europa.eu/employment_social/social_protection/docs/com_2006_177_en.pdf). 

 La propuesta de directiva sobre contratación pública de diciembre de 2011 para remplazar la 
directiva 2004/18/EC establece en la página 11 que «la evaluación del impacto y la eficacia de la legislación 
sobre contratación pública de la UE ha puesto de manifiesto que los servicios sociales, de salud y de 
educación tienen características específicas que hacen que la aplicación de los procedimientos habituales 
para la adjudicación de contratos públicos de servicios resulte inadecuada en esos casos». No obstante, no 
incluye una definición de qué debe entenderse por «servicios sociales» y en el anexo correspondiente se 
hace referencia a «servicios sociales y de salud» y a «otros servicios comunitarios, sociales o personales», 
sin especificar el contenido de esas categorías. 

 El paquete de ayudas estatales revisado para los SIEG de diciembre de 2011 (ver detalles en el Apéndice) 
establece que, para estar exentos de la obligación de notificación, «los servicios sociales deben estar 
claramente identificados como servicios que responden a necesidades sociales esenciales en lo referente a 
la asistencia sanitaria, asistencia a largo plazo, asistencia infantil, acceso al mercado laboral, viviendas 
sociales y protección e inclusión social de grupos vulnerables». (Considerando 11; el mismo texto aparece 
en el Artículo 2.1.c)). 

http://www.socialsecurity.fgov.be/eu/docs/agenda/26-27_10_10_spc_qf_document.pdf
http://ec.europa.eu/employment_social/social_protection/docs/com_2006_177_en.pdf
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8. En conclusión, la comunicación de la CE sobre SIG es decepcionante y se hace eco del 
clima político imperante en lo relativo a derechos humanos, sociales y laborales. Aboga 
por una mayor competencia en unos servicios públicos no liberalizados al tiempo que se 
niega a reconocer las deficiencias de los sectores liberalizados hasta el momento, 
incluidas deficiencias en la calidad de los servicios y del empleo. La CE sigue sosteniendo 
que una mayor competencia abarata los servicios públicos y los dota de una mayor 
eficiencia y calidad, pero no extrae ninguna lección de los fracasos y defectos de los 
sectores liberalizados en Europa o en cualquier otro lugar (por ejemplo, el sistema 
sanitario de los Estados Unidos, que no es eficaz desde ningún punto de vista). La CE 
hace caso omiso de las pruebas cada vez mayores que apuntan a que la externalización 
no es más barata, y sigue esgrimiendo (la última vez en su evaluación del impacto de la 
directiva sobre concesiones) que se puede lograr un ahorro de «hasta un 30 %»9. 

 

9. La propuesta de una directiva sobre concesiones, que se justifica en aras de la 
«transparencia», tiene como objetivo claro promover las concesiones de los servicios 
públicos y las asociaciones público-privadas (APP), tal y como se muestra en la evaluación 
del impacto de la CE. Es más, puesto que ni la directiva sobre concesiones ni las 
directivas sobre contratación pública propuestas ofrecen suficientes garantías de respeto 
de las condiciones de trabajo acordadas colectivamente, existe un verdadero riesgo de 
que estas propuestas debiliten los derechos de los trabajadores y de los ciudadanos10. 

 

10. En lo relativo a las directivas sobre contratación pública, la FSESP intentará incluir una 
serie de mejoras clave, a saber: 

 El reconocimiento de los artículos del Tratado sobre el derecho de las autoridades 
públicas a elegir el modo en que se ofrecen los servicios públicos, la necesidad de 
calidad, etc11. El respeto de la cooperación interna y entre administraciones públicas 
debe estar garantizado y fuera del alcance de las directivas. 

 El respeto de la protección del empleo, las condiciones de trabajo y los convenios 
colectivos vigentes donde se ejecute el contrato. Esto exige un reconocimiento 
inequívoco del derecho a aplicar las cláusulas de trabajo a los contratos públicos. 
Debe mencionarse explícitamente el Convenio 94 de la OIT sobre las cláusulas de 
trabajo en los contratos celebrados por las autoridades públicas en los 
considerandos o artículos. 

 En cuanto a la externalización, debe existir una responsabilidad solidaria en todos los 
sectores y en todos los niveles de la cadena de suministro. No obstante, las 
autoridades contratantes siguen siendo responsables de la prestación de servicios 
públicos. 

 Es necesario mejorar la redacción, de modo que se garantice que los aspectos 
sociales de la contratación sostenible están incluidos en todas las fases del proceso 
de contratación. Esto implica ampliar las especificaciones técnicas, la interpretación 
de las dimensiones sociales de los procesos de producción y el peso que se les 
otorga en la concesión. 

                                                                                                                                                                                     

 El proyecto de plan de acción para el personal sanitario de la UE, de adopción prevista para el 17 de abril de 
2012, no hace ninguna referencia a los servicios de salud como SIG. Por otro lado, se emplea una 
terminología poco utilizada al tratar la asistencia social y la asistencia a largo plazo. La primera nota a pie de 
página explica que «Este documento excluye a los servicios sociales de salud más amplios» (sic) y anuncia 
un «documento de trabajo independiente de los servicios de la Comisión sobre los servicios a las familias 
dedicadas a los servicios sociales en el hogar, atención infantil y trabajo doméstico que trata la cuestión de 
la asistencia a largo plazo de las personas mayores, tanto en el sector formal como informal». y anuncia un 
«documento de trabajo independiente de los servicios de la Comisión sobre los servicios a las familias 
dedicadas a los servicios sociales en el hogar, atención infantil y trabajo doméstico que trata la cuestión de 
la asistencia a largo plazo de las personas mayores, tanto en el sector formal como informal». 

9
 El boletín Public Services Monitor de la FSESP proporciona detalles extraídos de una serie de estudios en los 

que se demuestra que la externalización no es más barata ni mejor. Ver, por ejemplo, el estudio internacional 
danés, http://www.epsu.org/a/8011, o su resumen ya disponible (solo en inglés). 
10

 Ver, asimismo, la resolución de la CES adoptada el 6 y 7 de marzo de 2012, http://www.etuc.org/a/9801 (en 
inglés y francés solo). 
11

 Ver Apéndice II. 

http://www.epsu.org/a/8011
http://www.etuc.org/a/9801
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 Debe eliminarse el principio de la licitación «al menor coste». El objetivo debe ser 
garantizar la oferta más rentable o más ventajosa en todos los contratos públicos y 
debemos crear mayor espacio para que se incluyan las consideraciones 
relacionadas con la sostenibilidad. 

 Servicios sociales: hay que mejorar las definiciones o dejárselas a los Estados 
miembros. Hay que reforzar varias áreas de este capítulo y hacer valer las 
disposiciones sobre las condiciones de trabajo en este punto. 

 Proceso de selección: las autoridades contratantes deben poder evaluar los 
resultados registrados en otros contratos, no solo en el último, y no solo con esa 
única autoridad, sino en un espectro más amplio. 

 La disposición de exclusión debe reforzarse en caso de ruptura de las condiciones 
de trabajo estipuladas en los convenios colectivos, así como en materia de seguridad 
social y evasión fiscal. 

 Cabe mejorar la expresión «oferta anormalmente baja». La cifra del 50 % no es 
adecuada, en particular para servicios y obras (el 10-15 % debe ser el máximo). 
Debe fomentarse el rechazo automático de las ofertas que socaven las condiciones 
de trabajo. Además, la carga de la prueba debe recaer en el licitador, que debe 
demostrar el cumplimiento. 

 Transparencia: los detalles de los contratos públicos deben hacerse públicos y deben 
estar abiertos a examen y evaluación. Los sindicatos deben ser informados y 
consultados si una oferta implica la deslocalización o transferencia de la empresa. 

 Pasaporte europeo de contratación pública: debe incluir los resultados registrados de 
una empresa en materia social y medioambiental. 

 

11. En lo relativo a la directiva sobre concesiones, muchos de los puntos antes mencionados 
son también pertinentes y, si se acepta la propuesta, habrá que incluirlos en la directiva. 
No obstante, la propuesta de la CE exige que la FSESP adopte una estrategia y un 
enfoque diferente. No hay derecho derivado en la UE para las concesiones de servicios. 
Muchos otros agentes consideran que es necesaria una evaluación más exhaustiva de las 
realidades nacionales y de la relación con las directivas sobre contratación pública antes 
de seguir avanzando. La propuesta de la CE incluye múltiples puntos complicados que no 
podrán tratarse adecuadamente si no se dispone de dicha evaluación. Las principales 
inquietudes son la definición de concesiones, la transferencia de riesgos y la duración. La 
FSESP apoya el llamamiento para realizar una mejor evaluación del impacto de la 
propuesta de la EC antes de continuar.  

 
12. En lo que respecta a las directivas sobre contratación pública y concesiones, será 

necesario una presión constante y coordinada para tratar las deficiencias y mejorar los 
textos. En opinión de la FSESP, el centro de nuestra actividad de influencia y de nuestro 
trabajo en materia de diálogo social deben ser los servicios públicos de calidad, el derecho 
a la cooperación interna y entre administraciones públicas, las cláusulas de trabajo y la 
transparencia12. Sin duda, muchas organizaciones son conscientes de que una directiva 
sobre contratación pública más «social», en particular, lanzaría una señal importante de 
que el mercado interior puede «socializarse». Esto contribuiría a mantener sobre el tapete 
el objetivo de una agenda social para la UE, incluido un marco propicio para los servicios 
públicos. 
 

13. En cuanto a los SSIG, la FSESP seguirá abogando por políticas positivas sobre servicios 
sociales y por la construcción de una dimensión de servicios públicos en las iniciativas 
pertinentes de la UE, incluido el plan de acción para el personal sanitario de la UE.  

 

                                                           

12
Ver, por ejemplo, la declaración conjunta de la FSESP y el Consejo Europeo de Municipios y 

Regiones (CEMR) sobre contratación pública socialmente responsable: definición, requisitos y 
normas para una contratación pública socialmente responsable en los gobiernos locales y regionales  

 http://www.epsu.org/a/7769 (en inglés y francés solo). 

http://www.epsu.org/a/7769

